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Exp. 984/2019/2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 984/2019/2
ACTOR: **** ******** ******
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO Y JEFE DE UNIDAD DE ENLACE JURÍDICO DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO.
MAGISTRADO:

MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a catorce de enero de dos mil veinte.- V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 984/2019/2, promovido por el C. **** ******** ******, por propio derecho, y quien señaló como autoridades demandadas al Director General de Seguridad Pública del Estado y al Jefe de Unidad de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve, el C. **** ******** ******, por propio derecho, promovió demanda de juicio contencioso administrativo en contra del Director General de Seguridad Pública del Estado y del Jefe de Unidad de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; por la emisión del acto que a continuación se precisa:

“El oficio número **********************, de ****** ** ****** ** *** *** *********, signado por el Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad pública del Estado.”
II.- A través del acuerdo de veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, se proveyó lo siguiente:

Se tuvo por admitida la demanda promovida por el actor en contra de las enjuiciadas y acto precisados en el Resultando anterior; ordenándose correr el traslado correspondiente a esas demandadas para que contestaran lo que a su derecho conviniera, así como ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinente.
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafo del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas que refirió en su demanda, mismas de las que se reservó su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda; con excepción de la documental segunda consistente en: “la copia simple del escrito de fecha de recibido por la autoridad el 01 de julio de 2019, dirigido al Director General de Seguridad Pública del Estado, que presenta el sello de recibido”; en razón de que no la exhibió, de ahí que se le requirió para que en el término de cinco días hábiles exhibiera dicha probanza; apercibida que en caso de no hacerlo se le tendría por desechada esa prueba.

III.- En el proveído de diecisiete de octubre de dos mil diecinueve, se acordó lo siguiente:

Primero, se dio cuenta del ocurso mediante el cual el accionante cumplió el requerimiento que le fuera formulado en el auto precisado en el Resultando anterior, en razón de que exhibió la probanza referida.
Por otra parte, se dio cuenta de los oficios de contestación de demanda presentados por las autoridades demandadas; sin embargo, se tuvo por contestada la demanda únicamente respecto del Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Púbica del Estado; puesto que la persona que se ostentó como el Director General de Seguridad Pública del Estado, fue omisa en acreditar su personalidad.
De la contestación de demanda –y sus anexos- formulada por el Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Púbica del Estado, se le dio vista a la accionante.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

AL ACCIONANTE:
·  Copia fotostática simple de la credencial a favor de la parte actora, con grado de Policía Tercero, por el Secretario de Seguridad Pública del Estado.
·  Acuse de recibo del escrito signado por la parte actora, recibido en la oficialía de partes de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado el primero de julio de dos mil diecinueve.
·  Oficio número **********************, de ****** ** ****** ** *** *** *********, firmado por el Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, documental que constituye al acto impugnado en el juicio.
·  Instrumental de actuaciones.
·  Presuncional legal y humana.
Al Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado -autoridad demandada que sí compareció a juicio-:

·  Copia debidamente certificada de su nombramiento. 

·  Copia fotostática certificada del oficio número **********************, de ****** ** ****** ** *** *** *********, firmado por el Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, documental que constituye al acto impugnado en el juicio.
·  Instrumental de actuaciones.
·  Presuncional legal y humana.
Finalmente, se señalaron las once horas del trece de noviembre de dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
IV.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior - once horas del trece de noviembre de dos mil diecinueve-, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos adscrito a esta Segunda Sala Unitaria hizo constar que:

· No asistieron las partes.
· Dio cuenta de las constancias y actuaciones de autos; como lo fueron el escrito inicial de demanda y la contestación respectiva.
· En la etapa de pruebas: Se tuvieron por desahogadas las ofrecidas por las partes que fueron admitidas, por su propia y especial naturaleza.
· En la etapa de alegatos: Se certificó que ninguna de las partes los habían formulado.

· Se daba por terminada esa audiencia.

· Se citaba para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente –por afinidad- para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y XVIII, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; pues se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es el C. **** ******** ****** –quien es un elemento activo de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí-, y la Dirección en cita, que se produce a virtud de la respuesta dada a la instancia del accionante de la cual este Tribunal tiene competencia conforme con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244, del Tomo III, de junio de 1996, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad del actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Respecto del interés jurídico o legítimo del hoy actor, toda vez que la autoridad demandada compareciente en su contestación de demanda hizo valer como causal de sobreseimiento el que no se había afectado los intereses jurídicos o legítimos del impetrante; será al momento de que se resuelva dicha causal, cuando el suscrito Magistrado analice debidamente el interés del enjuiciante para acudir a juicio -lo que se realizara en el Considerando Cuarto de este fallo-.

Tocante a la autoridad demandada –respecto de la cuál sí se tuvo por formulada su contestación- compareció a dar contestación el Licenciado **** ******* ***** *******, en su carácter de Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, quién para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 35 de autos.
La documental de referencia adquiere valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución contenida en el oficio número **********************, de ****** ** ****** ** *** *** *********, emitida por el Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; en caso de que no se actualice ninguna causal de improcedencia y sobreseimiento.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por el accionante en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
La enjuiciada compareciente hace valer en tres apartados distintos de su contestación de demanda, las razones por las que considera debe declararse improcedente y sobreseerse el presente juicio. 
Así, por cuestión de método, primero se analizan los argumentos señalados en los apartados denominados “CAUSA DE IMPROCEDENCIA” y “CAUSA DE DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA”; en donde la autoridad medularmente argumentó, en el primero, que debe declararse improcedente ya que el acto impugnado se realizó bajo estricta observación de las leyes de la materia; y en el segundo, que debe desecharse la demanda por que no existe litis contra la demandada, pues en el acto impugnado se le dio contestación a lo peticionado en tiempo y forma, así como se le condujo a quién debía de hacer la petición correspondiente, arguyendo incluso cuestiones como cuál era la conducta correcta que debió de tomar el actor; posteriormente señalando que se encuentra debidamente fundado y motivado el acto debatido, sin interponerse a alguna ley o reglamento; es decir, la autoridad arguye medularmente que es legal su actuación.

De ahí que no obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; el suscrito Magistrado considera que esas causales son inoperantes en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que -aunque se refiere al juicio de amparo- es aplicable al caso por analogía: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Por otra parte, la enjuiciada en el apartado que denominó “CAUSA DE SOBRESEIMIENTO”, argumentó que en el presente juicio se actualiza la causal de sobreseimiento del presente juicio establecidas en los artículos 229, fracción II, en relación el diverso 228, fracción II, ambos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que el acto impugnado no afecta los intereses jurídicos o legítimos del actor.
A juicio del suscrito Magistrado, la hipótesis de improcedencia y sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada al momento de formular su contestación de demanda, es sustancialmente infundada y por lo tanto no debe sobreseerse el presente juicio, por las siguientes consideraciones legales.

En efecto, este Juzgador considera que contrario a lo que argumenta la demandada compareciente, lo cierto es que los actos que pretende impugnar la hoy demandante afecta sus intereses, por lo que no se actualizan los supuestos de improcedencia y sobreseimiento establecidos en los numerales 228, fracción II, y 229, fracción II, del mismo Código en cita. 

Para llegar a esta conclusión, conviene allegarnos del contenido de los artículos 228, fracción II, 229, fracción II, y 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales señalan lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;
…

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

…”
(Énfasis añadido)
Como puede verse de la trascripción anterior, para que se actualice la procedencia del juicio contencioso administrativo, se requiere que el acto impugnado necesariamente implique una afectación al interés jurídico o legítimo del promovente, por lo que se hace necesario analizar el concepto que el propio Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, nos refiere como interés jurídico o legítimo, según el artículo 231, del propio ordenamiento.

“ARTICULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión.

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso”

Del numeral transcrito, se infiere que el legislador determinó de manera puntual que en el juicio contencioso administrativo solo podrían demandar o intervenir aquellas personas que acreditaran contar con un interés jurídico o legítimo, que fuera el fundamento de su pretensión, es decir, a fin de satisfacer la pretensión intentada mediante el juicio contencioso, se requiere la existencia previa de un derecho subjetivo que afectado por el acto de la autoridad, requiera de ser preservado o restituido.

Ahora bien, por interés jurídico debe entenderse cualquier hecho o cualquier situación que, además de ser benéfica para un administrado, está debidamente tutelada por el orden jurídico sea nacional o estatal; de lo anterior puede decirse que existen diversas clases de intereses en la esfera vital de un gobernado, todos ellos de muy variado contenido o de índole diversa, por lo que para que alguno de dichos intereses sea catalogado o considerado como jurídico, es necesario que una disposición normativa lo regule y/o lo proteja, pues de lo contrario no habrá interés y el juicio de nulidad será improcedente.

Siendo categórico el legislador en establecer, que en los casos en que la parte actora pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.

Por lo que se refiere a la fracción II, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se puede señalar que de la misma se advierte una de las características esenciales que rigen en el proceso contencioso administrativo, que es la consistente en la existencia de un agravio personal y directo, principio que implica, que la acción de nulidad solo podrá ser promovida por aquella persona física o moral, que se vea afectada en su esfera jurídica por un acto de autoridad (agravio personal) y que haya una inmediatez entre la emisión y/o ejecución del acto y el surtimiento de sus consecuencias en la esfera jurídica del gobernado (agravio directo); de no existir dichos elementos, el juicio de nulidad se tornara improcedente.

Para la comprensión de este principio elemental, debe entenderse por la expresión “agravio”, el perjuicio sufrido en la persona del actor, es decir, el agravio es la afectación o alteración que se desprende del acto de autoridad y que recae en la esfera de derechos del gobernado -promovente- del juicio contencioso. 

Por lo que hace a los calificativos empleados en la denominación del principio a estudio (personal y directo), estos necesariamente implican que la afectación debe ser resentida exactamente en el patrimonio o ámbito de derechos de la persona que promueva la demanda respectiva (agravio personal), debiendo derivar tal afectación precisamente del acto impugnado (agravio directo).

Así pues, el juicio contencioso administrativo es procedente cuando existe una afectación o lesión en la persona de un gobernado, alterando su patrimonio o sus derechos personales en forma inmediata el acto impugnado, pudiendo sufrir la ofensa (daño-lesión) otros particulares, pero sufriéndola al mismo tiempo y en la misma forma (directa) el administrado que interponga el escrito de demanda en que haga valer la acción de nulidad, pues de lo contrario el supuesto de improcedencia a que alude la fracción II, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí se hará vigente y aplicable.

Resultan aplicables al caso, por analogía, los siguientes criterios jurisprudenciales, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XIX, Abril de 2013; Tomo 3; Pág. 1807. XXVII.1o.(VIII Región) J/4 (10a.). Registro No. 2 003 293
INTERÉS JURÍDICO O INTERÉS LEGÍTIMO PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. REQUISITOS PARA ACREDITARLO A PARTIR DE LA REFORMA AL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, CONSTITUCIONAL DE 6 DE JUNIO DE 2011.- Del artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto vigente a partir de la entrada en vigor de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de 6 de junio de 2011, se advierte que el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo. Luego, a partir de la indicada reforma, como requisito de procedencia del amparo se requiere que: a) El quejoso acredite tener interés jurídico o interés legítimo y, b) Ese interés se vea agraviado. Así, tratándose del interés jurídico, el agravio debe ser personal y directo; en cambio, para el legítimo no se requieren dichas exigencias, pues la afectación a la esfera jurídica puede ser directa o en virtud de la especial situación del gobernado frente al orden jurídico (indirecta) y, además, provenir de un interés individual o colectivo. Lo anterior, salvo los actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, en los que continúa exigiéndose que el quejoso acredite ser titular de un derecho subjetivo (interés jurídico) que se afecte de manera personal y directa.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA OCTAVA REGIÓN.
Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XVI, Diciembre de 2002; Pág. 241. 2a./J. 141/2002. Registro No. 185 377
INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. AMBOS TÉRMINOS TIENEN DIFERENTE CONNOTACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- De los diversos procesos de reformas y adiciones a la abrogada Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, y del que dio lugar a la Ley en vigor, se desprende que el legislador ordinario en todo momento tuvo presente las diferencias existentes entre el interés jurídico y el legítimo, lo cual se evidencia aún más en las discusiones correspondientes a los procesos legislativos de mil novecientos ochenta y seis, y mil novecientos noventa y cinco. De hecho, uno de los principales objetivos pretendidos con este último, fue precisamente permitir el acceso a la justicia administrativa a aquellos particulares afectados en su esfera jurídica por actos administrativos (interés legítimo), no obstante carecieran de la titularidad del derecho subjetivo respectivo (interés jurídico), con la finalidad clara de ampliar el número de gobernados que pudieran accesar al procedimiento en defensa de sus intereses. Así, el interés jurídico tiene una connotación diversa a la del legítimo, pues mientras el primero requiere que se acredite la afectación a un derecho subjetivo, el segundo supone únicamente la existencia de un interés cualificado respecto de la legalidad de los actos impugnados, interés que proviene de la afectación a la esfera jurídica del individuo, ya sea directa o derivada de su situación particular respecto del orden jurídico.

Contradicción de tesis 69/2002-SS… Tesis de jurisprudencia 141/2002
Octava Época; Registro: 220965; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; VIII, Diciembre de 1991; Materia(s): Común; Tesis: VI. 3o. J/26; Página: 117

“INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. SU CONCEPTO. De acuerdo con el artículo 4o. de la Ley de Amparo, el ejercicio de la acción constitucional está reservado únicamente a quien resiente un perjuicio con motivo de un acto de autoridad o por la ley. Por lo tanto, la noción de perjuicio, para que proceda la acción de amparo presupone la existencia de un derecho legítimamente tutelado, que cuando se transgrede por la actuación de una autoridad, faculte a su titular para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando el cese de esa violación. Ese derecho protegido por el ordenamiento legal objetivo es lo que constituye el interés jurídico, que la Ley de Amparo toma en cuenta, para la procedencia del juicio de garantías.”
Localización: [J]; 8a. Época; 3a. Sala; S.J.F.; Tomo V, Primera Parte, Enero-Junio de 1990; Pág. 230. 3a./J. 28/90. Registro No. 207 223
INTERÉS JURÍDICO PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. A FIN DE TENERLO POR ACREDITADO NO BASTA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA RESPECTIVA.- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción I, de la Constitución General de la República y 4o. de la Ley de Amparo en relación con la fracción V del artículo 73 de este ordenamiento, el juicio de garantías se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, lo que significa que uno de los presupuestos para la procedencia de la acción constitucional es la comprobación plena del interés jurídico del quejoso, pudiendo hacerlo por cualquiera de los medios de prueba previstos por las leyes, pero no basta para tenerse por acreditado el solo hecho de presentar la demanda respectiva, lo que implica únicamente la pretensión de excitar el órgano jurisdiccional, pero no la comprobación de que la ley o acto reclamado lesionan sus intereses jurídicos por lo que de no satisfacerse dichos requisitos, debe sobreseerse en el juicio de amparo.
Establecido lo anterior, para ver si el hoy actor del presente juicio tiene interés (jurídico o legítimo), debe tenerse presente que el acto impugnado recayó al ocurso que presentó el impetrante el primero de julio de dos mil diecinueve, donde medularmente narró: 1) que en sus últimas evaluaciones practicadas el primero de septiembre de dos mil trece había obtenido el resultado de “NO APROBADO”; 2) las actuaciones que derivaron debido al resultado obtenido; 3) que dichas evaluaciones ya no se encontraban vigentes de pleno derecho; pidiendo al Director General de Seguridad Pública del Estado, que turnara oficio al Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado para que realice las gestiones administrativas necesarias ante el Centro Nacional de Certificación y Acreditación, así como a las instancias estatales correspondientes para que al impetrante le fueran aplicadas sus evaluaciones de control y confianza relativas a la permanencia.
Asimismo, conviene destacar que en la demanda que dio origen a este juicio, en el hecho “2”, el accionante narró que la razón por la que había presentado la solicitud anteriormente referida fue para:

*El debido cumplimiento de sus requisitos de permanencia previstos en el artículo 65, fracción VI, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

*Estar dentro del servicio de carrera del personal de las instituciones de seguridad pública, conforme a los diversos 59, 60 y demás relativos de la Ley en cita. 

*Estar en posibilidades de acceder al “Acuerdo Administrativo por el que se establece la asignación y homologación de grados policiales para los elementos de Seguridad Pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí”, publicado el once de enero de dos mil diecinueve en el Periódico Oficial del Estado.
Del estudió armónico realizado por este Tribunal a los dispositivos legales que invoca el accionante de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí
, se advierte que efectivamente las evaluaciones de control y confianza que pidió se gestionara su aplicación, están estrechamente relacionadas con el servicio de carrera policial, así como el aprobarlos en un requisito constante de permanencia.
Por su parte, del “Acuerdo Administrativo por el que se establece la asignación y homologación de grados policiales para los elementos de Seguridad Pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí”, publicado el once de enero de dos mil diecinueve en el Periódico Oficial del Estado; se advierte que tiene por objeto establecer las bases para regular la asignación, homologación y renivelación de grados a los elementos de seguridad pública de los distintos cuerpos de seguridad que conforman la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, las modalidades en que estos se otorgarán, los lineamientos para su obtención, y las autoridades competentes que intervienen en su cumplimiento. 
Cabe precisarse que de un estudio somero a este acuerdo invocado por el impetrante –toda vez que no forma parte de la litis a dilucidarse- no se advierte directamente –o textualmente- que sea un requisito el tener por acreditados –o vigentes- las evaluaciones de control y confianza de permanencia; sin embargo, lo cierto es que al ser dichos exámenes –su aprobación- un requisito de permanencia que debe cumplirse constantemente por los elementos de seguridad pudiera inferirse que si lo es.
Asimismo, debe precisarse que no existe controversia que el hoy actor, C. **** ******** ******, es un elemento activo de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, tal y como incluso lo reconoció la autoridad demandada en su contestación.
Ahora, obra la documental en donde consta el acto impugnado –oficio número **********************-, la cual fue acompañada por el demandante al escrito de demanda, y que es visible en la foja 10 del expediente en que se actúa, de la que se desprende que a la petición formulada por el hoy actor, se le respondió que no había acto alguno atribuible al Titular de la Dirección General de Seguridad Pública, por lo que le solicitaba se remitiera la solicitud correspondiente a la Comisión de Honor y Justicia de la misma Dirección, a efecto de que se acordará lo conducente. 
Es decir, se advierte del acto impugnado, que la autoridad demandada, no resolvió la petición de la accionante, sino que lo remitió a una diversa; lo que trae como consecuencia que a pesar de que la accionante pretendía se hicieran las gestiones necesarias para que le fueran aplicadas las evaluaciones de control y confianza para cumplir debidamente con los requisitos constantes de permanencia como elemento de seguridad pública –es decir, de su empleo de donde obtiene un medio de subsistencia-; la respuesta dada no le permite acceder a ello; siendo una cuestión diversa concerniente a la legalidad, el que si la respuesta obtenida es legal, correcta, congruente, debidamente fundada y motivada y dictada por una autoridad competente para ello. 
En consecuencia de ello, a juicio del suscrito Magistrado; toda vez que con la respuesta debatida, no se le permite al hoy actor cumplir con los requisitos de permanencia de su empleo –mismos que deben ser cumplidos de manera constante-, significa que se está afectando su medio de subsistencia, es decir, sus derechos personales en forma inmediata debido al acto impugnado; de ahí que el hoy actor tiene interés jurídico para acudir a juicio. 
Por los anteriores razonamientos, es que el suscrito Magistrado resuelve como infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento que hace valer la demandante.
Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye el demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se encuentran localizados en las fojas 4 a 7 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Sin embargo, para pronta referencia, al inicio del siguiente considerando, se hace una breve síntesis de los mismos.

SEXTO.- En el primer concepto de impugnación de la demanda, el accionante argumenta que es ilegal el acto impugnado en virtud de que se emitió faltando los requisitos constitucionales y legales de fundamentación y motivación, incumpliendo el artículo 16, de la Constitución.
Enfatiza el impetrante que en el acto impugnado, no expresó con amplitud y claridad los motivos que tuvo para emitirlo, pues le remitió a que hiciera su petición por escrito a los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, para que este Órgano acordara lo conducente, siendo que dentro de las facultades de esa Comisión, no está la correspondiente a lo que solicita.
El actor en el segundo concepto de impugnación argumenta medularmente que el acto impugnado es ilegal, por una clara incompetencia del Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado para la elaboración del oficio impugnado, ya que le correspondía al Director General de Seguridad Pública del Estado.
Reitera el demandante en su tercer concepto de impugnación, por una parte que se incumplieron con las formalidades esenciales del procedimiento, pues la respuesta de su ocurso de petición debió recaer en la figura del Director General de Seguridad Pública del Estado, y no así en el Jefe de Enlace Jurídico de la misma Dirección.
En el mismo agravio, enfatiza el enjuiciante que la autoridad demandada tenía la obligación de emitir un acuerdo en breve término, entiéndase por éste en el que racionalmente se estudie la petición y se acuerde, de manera congruente con la petición y en el que resolviera de conformidad con los ordenamientos que resulten aplicables en el caso.
Por último, en el cuarto concepto de impugnación del escrito inicial de demanda, el accionante reitera que es ilegal el acto impugnado ya que no se expresó el dispositivo legal en el que se determinaba su competencia, y por otro, que la demandada fue omisa en fundar de manera adecuada la resolución, ya que tendría que haber sido congruente con la petición.
Por su parte, la autoridad demandada compareciente al momento de formular su contestación de demanda, defendió la legalidad del acto impugnado, manifestando que el mismo se encontraba debidamente fundado y motivado, y que fue dictado de conformidad con lo establecido en las disposiciones legales aplicables.
A juicio del suscrito Magistrado, los conceptos de impugnación que hace valer el demandante, son sustancialmente fundados, y por lo tanto suficientes para declarar la nulidad del acto impugnado; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
Para llegar a la anterior conclusión es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

En este contexto, para proteger y salvaguardar el derecho fundamental a la seguridad jurídica establecida en el artículo 16 constitucional, debe existir además de una debida fundamentación y motivación; congruencia en las consideraciones y fundamentos legales que sustentan la determinación, como principio esencial que toda resolución debe contener; tal y como está previsto en los artículos 165, fracción III, y 193, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
 (que hablan de la congruencia como requisito de las resoluciones).

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado."

Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

Asimismo, toda vez que parte de los argumentos de la impetrante están encaminados a señalar la incompetencia de la autoridad emisora del acto impugnado, debe tenerse presente que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12 y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, en las cuales se estableció lo siguiente: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.

Establecido lo anterior, conviene allegarnos de la petición presentada ante la autoridad demandada el primero de julio de dos mil diecinueve, la cual es origen de la resolución impugnada –visible en los folios 18 a 20 de autos-, la cual se transcribe a continuación:
“C. INSPECTOR GENERAL **** ****** *******
DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO

P R E S E N T E.-

El suscrito **** ******** ******, policía Tercero número 1002, adscrito a la División Turística de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, dependiente de la Secretaría de Seguridad Pública, con fundamento en los artículos 8°, 9° párrafo segundo y 35 fracción V de nuestra Constitución Política de los Estados de Unidos Mexicanos, con el debido respeto comparezco a exponer:

Me refiero al oficio CECCE/2883/2015, de fecha 15 de mayo de 2015, del que se desprende de que el suscrito resulto “NO APROBADO” en las evaluaciones de permanencia practicadas en fecha 01 de septiembre de 2013.

El oficio CECCE/2883/2015, fue turnado a la Secretaria de Seguridad Pública del Estado, quién a su vez lo remitió a la Unidad de Asuntos Internos, donde se le asignó el número de expediente ********************, donde se desarrolló el procedimiento y en fecha 26 de junio de 2015, resolvió remitir todo lo actuado a la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, para resolviera (Sic) sobre la remoción o destitución del cargo en contra del C. **** ******** ******, por no aprobar su evaluaciones de control y confianza.

Y en fecha 03 de agosto de 2015, me fue notifico (Sic) el acuerdo del inicio del procedimiento bajo el expediente número ******, donde recurrí al amparo y protección de la protección (Sic) de la Justicia Federal.

Y en fecha 30 de marzo de 2017, me fue notificado el Acuerdo del expediente número ****** de fecha 23 de marzo de 2017, (Anexo) donde el Órgano Colegiado, Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, considera entre otros, el que no existen los requisitos necesarios para iniciar el procedimiento de remoción o destitución del cargo en contra del suscrito **** ******** ****** y deja salvo (Sic) los del titular de la Unidad de Asuntos Internos de la Secretaria de Seguridad Pública y que hecho lo anterior, archívese el presente procedimiento como asunto totalmente concluido.

Y desde dicha fecha, ya no he sido llamado a procedimiento administrativo ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, por no haber aprobado las evaluaciones de permanencia en fecha 01 de septiembre de 2013.

Aunado a lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Contradicción de Tesis número de registro 2009792, señala que: 

“EVALUACIONES DE CONTROL DE CONFIANZA…SON VIGENTES POR 2 AÑOS AQUELLAS EN LAS QUE UNO DE SUS INTEGRANTES OBTUVO EL RESULTADO DE “NO CUMPLE”.

Siendo así que las evaluaciones de control de confianza de permanencia practicadas al suscrito **** ******** ****** en fecha 01 de septiembre de 2013, ya no se encuentran vigentes de pleno derecho.

Por lo anteriormente expuesto y fundado a usted C. DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO, atentamente pido:

PRIMERO.- Tenerme por solicitando que turne oficio al Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado para que ese organismo público desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno, realice las gestiones administrativas necesarias ante el Centro Nacional de Certificación y Acreditación así como ante las instancias estatales correspondientes para que al suscrito le sean aplicadas sus evaluaciones de control y confianza relativas a la de permanencia.

SEGUNDO.- Con fundamento en el artículo 8° constitucional tenga a bien emitir resolución escrita que recaiga a este escrito.

…

Siendo todo de momento, esperando verme favorecido en mis peticiones.

…

**** ******** ******
Policía Tercero número 1002.”

(Énfasis añadido)

De lo trasunto, se desprende que en el ocurso de petición que dio origen al acto impugnado, mismo que dirigió al Director General de Seguridad Pública del Estado, el hoy actor narró que:
· Del oficio CECCE/2883/2015, de fecha quince de mayo de dos mil quince, se desprendía de que el enjuiciante resultó “NO APROBADO” en las evaluaciones de permanencia practicadas en fecha primero de septiembre de dos mil trece; precisando que el oficio en cita, fue turnado a la Secretaria de Seguridad Pública del Estado, quién a su vez lo remitió a la Unidad de Asuntos Internos, donde se le asignó el número de expediente ********************, donde se desarrolló un procedimiento y en fecha veintiséis de junio de dos mil quince, resolvió remitir todo lo actuado a la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, para que resolviera sobre la remoción o destitución del cargo en contra del hoy demandante, por no aprobar su evaluaciones de control y confianza.

· El tres de agosto de dos mil quince, se le notificó el acuerdo del inicio del procedimiento bajo el expediente número ******, donde recurrió al amparo y protección de la Justicia Federal. Cabe destacarse que el impetrante en ningún momento indica como concluyó ese juicio de amparo.
· El treinta de marzo de dos mil diecisiete, le notificaron el acuerdo del expediente número ****** de fecha veintitrés de marzo de dos mil diecisiete, donde la Comisión de Honor y Justicia, de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, consideró que, entre otras cuestiones, el que no existían los requisitos necesarios para iniciar el procedimiento de remoción o destitución del cargo en contra del suscrito **** ******** ******. En dicho proveído, se hizo referencia al Titular de la Unidad de Asuntos Internos de la Secretaria de Seguridad Pública, pero el suscrito Magistrado de lo narrado en el ocurso que se analiza, no vislumbra lo que trato de transmitir el peticionante. Finalmente, también en el auto en cita, se ordenó se archivara ese procedimiento como asunto totalmente concluido.

· Desde el treinta de marzo de dos mil diecisiete, ya no ha sido llamado a procedimiento administrativo ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, por no haber aprobado las evaluaciones de permanencia llevadas a cabo el primero de septiembre de dos mil trece.

Por otra parte, el hoy enjuiciante, también asentó en su ocurso de petición, que en base a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 2009792, de rubro: “EVALUACIONES DE CONTROL DE CONFIANZA…SON VIGENTES POR 2 AÑOS AQUELLAS EN LAS QUE UNO DE SUS INTEGRANTES OBTUVO EL RESULTADO DE “NO CUMPLE”, las evaluaciones de control de confianza de permanencia practicadas al impetrante en fecha primero de septiembre de dos mil trece, ya no se encontraban vigentes de pleno derecho.
Por último, en dicho ocurso, el hoy actor, le pidió al Director General de Seguridad Pública del Estado, que turnara oficio al Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado para que ese organismo público desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno, realizará las gestiones administrativas necesarias ante el Centro Nacional de Certificación y Acreditación así como ante las instancias estatales correspondientes para que al impetrante le fueran aplicadas sus evaluaciones de control y confianza relativas a la permanencia. 
Así, de la simple lectura que realiza este Juzgador al ocurso que dio origen a la resolución impugnada, se advierte que el impetrante en ningún momento hizo referencia que existía algún acto atribuible al Director General de Seguridad Pública del Estado; por el contrario, si bien narró una serie de antecedentes, entre ellos el procedimiento que llevó la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, lo cierto es que el hoy demandante fue claro y preciso en expresar que es lo que le pedía al Titular de esa Dirección –lo cual se enfatizó en el párrafo anterior-. 

Asimismo, esta Sala Unitaria enfatiza que conforme a lo narrado por el impetrante en su ocurso, lo cual nunca es debatido por su contraparte, el procedimiento que llevó a cabo la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, concluyó desde el treinta de marzo de dos mil diecisiete, resolviéndose que no existían los requisitos necesarios para iniciar el procedimiento de remoción o destitución del cargo en contra del suscrito **** ******** ******, lo que en todo caso se corroboraría por el hecho reconocido que el hoy actor, sigue siendo un elemento activo en la institución de seguridad pública; asimismo, en el procedimiento referido ya se ordenó que se archivara como asunto totalmente concluido.
En ese orden de ideas, cabe destacarse que el accionante, señaló en el punto dos de peticiones, que con fundamento en el artículo 8°, constitucional, solicitaba se emitiera una resolución escrita a ese ocurso; es decir, el solicitante le expresó directamente a la enjuiciada que se encontraba el derecho de petición consagrado en ese dispositivo constitucional. 
El dispositivo constitucional referido, establece textualmente lo siguiente:
“Artículo 8o. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario.”

De dicho ordinal, se advierte que el constituyente estableció que los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.
Asimismo, se indicó que a toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario.

Debe tenerse presente que el derecho fundamental de petición, que es un derecho gestado y promovido en el seno del Estado democrático, único en el cual es concebible la posibilidad de participación activa de las personas en la vida pública, se respeta sólo si las autoridades proporcionan en sus respuestas a las solicitudes de los particulares la suficiente información para que éstos puedan conocer plenamente el sentido y el alcance de las respuestas, así como para manifestar su conformidad o inconformidad con ellas y, en su caso, impugnarlas.
El suscrito Magistrado estima necesario allegarse de diversos criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que analizan el derecho constitucional de petición, las cuales sirven como base para definir correctamente ese derecho, así como la conducta que deben tomar las autoridades a las que se les formulan las peticiones.
Así, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que dicha garantía prevista en el artículo 8°, constitucional, se traduce en que a toda solicitud de los gobernados presentada por escrito ante cualquier servidor público, de manera respetuosa y pacífica, éste deberá responderla por escrito y en forma congruente, haciéndolo del conocimiento de aquéllos en breve plazo, sin que el servidor esté vinculado a responder favorablemente a los intereses del solicitante.

En tal virtud, si la autoridad estima carecer de competencia para resolver los planteamientos del gobernado, para cumplir con el derecho de petición bastará el dictado y la notificación del acuerdo en el que se precise tal circunstancia; por otra parte, en caso de ser competente, la respectiva autoridad deberá contestar la petición en el sentido que legalmente corresponda, sin que se encuentre vinculada a responder favorablemente a los intereses del peticionario.

Sirven de apoyo a lo anterior las tesis cuyos rubros, textos y datos de identificación son los siguientes:

Quinta Época, Pleno, Apéndice de 1995, Tomo III, Parte: Suprema Corte de Justicia de la Nación, tesis 130, página 89.
"PETICIÓN, DERECHO DE. NO CONSTRIÑE A RESOLVER DE CONFORMIDAD.-Las garantías del artículo 8o. constitucional tienden a asegurar un proveído sobre lo que se pide y no a que se resuelvan las peticiones en determinado sentido." 

Octava Época, Tercera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Tomo IX-abril de 1992, tesis 3a. XXXIV/92, página 81.
"PETICIÓN. EL DERECHO RELATIVO NO IMPLICA QUE LAS AUTORIDADES LA RESUELVAN EN UN DETERMINADO SENTIDO.-El derecho de petición, consagrado en el artículo 8o. constitucional, no implica que las autoridades emitan su resolución precisamente en el sentido expresado por los interesados, puesto que tal garantía sólo obliga a contestar oportunamente, en breve término, y por escrito, las promociones que se presenten." 

Asimismo, resulta aplicable -en lo conducente- la jurisprudencia 2a./J. 183/2006 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 207, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que a la letra dice:

"PETICIÓN. PARA RESOLVER EN FORMA CONGRUENTE SOBRE LO SOLICITADO POR UN GOBERNADO LA AUTORIDAD RESPECTIVA DEBE CONSIDERAR, EN PRINCIPIO, SI TIENE COMPETENCIA. Conforme a la interpretación jurisprudencial del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a toda petición de los gobernados presentada por escrito ante cualquier servidor público, de manera respetuosa y pacífica, éste deberá responderla por escrito y en forma congruente, haciéndolo del conocimiento de aquéllos en breve plazo, sin que el servidor esté vinculado a responder favorablemente a los intereses del solicitante. Ahora bien, en virtud de que las autoridades únicamente pueden resolver respecto de las cuestiones que sean de su competencia, en términos que fundada y motivadamente lo estimen conducente, la autoridad ante la que se haya instado deberá considerar, en principio, si dentro del cúmulo de facultades que le confiere el orden jurídico se encuentra la de resolver lo planteado y, de no ser así, para cumplir con el derecho de petición mediante una resolución congruente, deberá dictar y notificar un acuerdo donde precise que carece de competencia para pronunciarse sobre lo pedido."

Al caso se cita también, en lo conducente, la jurisprudencia 2a./J. 1/2001 de la Segunda Sala del Más Alto Tribunal del País, visible en la página 203, Tomo XIII, Enero de 2001, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo contenido es el siguiente:

"INCONFORMIDAD. SI EL AMPARO SE CONCEDIÓ POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, NO DEBE EXAMINARSE LA LEGALIDAD DE LA RESPUESTA EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO. La anterior integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sostuvo reiteradamente el criterio de que la garantía contenida en el artículo 8o. constitucional no sólo implica que la autoridad ante quien se eleve una petición debe emitir una respuesta en breve término, sino también que el acuerdo respectivo sea congruente con lo solicitado, advirtiendo, sin embargo, que la concesión del amparo no la vincula en forma alguna a que la respuesta deba ser favorable a los intereses del peticionario. Por tanto, los alcances de la ejecutoria de amparo correspondiente impiden que el Juez de Distrito y la Suprema Corte, en el procedimiento de ejecución del fallo protector o en la inconformidad en contra de la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, puedan examinar los motivos o fundamentos que sustenten la respuesta, los que, en su caso, deberán ser materia de estudio a través de los medios de defensa que procedan en contra de la decisión emitida por la autoridad. En consecuencia, deberán quedar sin efecto las consideraciones que respecto de la legalidad de la respuesta hubiese externado el Juez de Distrito en el auto que tuvo por cumplida la sentencia."

De lo antes expuesto, se constata inicialmente que el derecho de petición previsto en el artículo 8° constitucional, como premisa normativa, se traduce en que a toda solicitud de los gobernados presentada por escrito ante cualquier servidor público, de manera respetuosa y pacífica, debe recaer una respuesta por escrito y en forma congruente, haciéndola del conocimiento de aquéllos en breve plazo, pero sin que el servidor esté vinculado a responder favorablemente a los intereses del solicitante.
En ese orden de ideas, el suscrito Magistrado se allega del contenido de la jurisprudencia VI.1o.A. J/49 del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, donde dicho órgano colegiado, en relación con el amparo, advirtió distintos elementos o variables que conforman en su totalidad el derecho de petición, y que dan lugar a diversos supuestos en el juicio de garantías en que se reclame la violación a dicho derecho, dependiendo de la actuación omisiva o positiva que asuma la autoridad ante quien se presente una solicitud en los términos señalados en el precepto antes referido. Este criterio se invoca para tener mayor sustento en relación con el derecho de petición; el cual se transcribe a continuación: 
Localización: [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Febrero de 2010; Pág. 2689. VI.1o.A. J/49. Registro No. 165 204

"PETICIÓN. MODALIDADES DE LOS ACTOS RECLAMADOS EN EL JUICIO DE AMPARO QUE SE PROMUEVE POR VIOLACIÓN A ESE DERECHO. El derecho de petición previsto en el artículo 8o. constitucional, como premisa normativa se traduce en que a toda solicitud de los gobernados presentada por escrito ante cualquier servidor público, de manera respetuosa y pacífica, debe recaer una respuesta por escrito y en forma congruente, haciéndola del conocimiento de aquéllos en breve plazo, pero sin que el servidor esté vinculado a responder favorablemente a los intereses del solicitante. De dicha premisa pueden advertirse distintos elementos o variables de los actos reclamados en un juicio de garantías promovido por violación al derecho de petición, dependiendo de la actuación omisiva o positiva que asuma la autoridad ante quien se presente una solicitud en los términos señalados en el precepto antes referido. Las variables fundamentales a que se alude son enunciativamente las siguientes: 1. Si el quejoso reclama que la autoridad responsable no ha dado respuesta a una petición presentada en forma pacífica y respetuosa, el acto reclamado será de naturaleza omisiva, y la acción de amparo tendrá inicialmente como finalidad obligar a la responsable para que en breve término emita una respuesta congruente a lo que le fue solicitado, y la notifique legalmente al quejoso. En este supuesto, en el juicio de amparo pueden derivar al menos otras dos situaciones complementarias: 1.1. Que exista una solicitud presentada ante la responsable con la oportunidad debida y en la forma que prevé el artículo 8o. constitucional, sin que ésta haya sido respondida por dicha autoridad, situación en que el acto reclamado es en sí mismo inconstitucional y amerita la concesión del amparo al momento de la celebración de la audiencia constitucional. 1.2. Que se demuestre la existencia de la mencionada solicitud, en los términos ya descritos, pero que durante la tramitación del juicio de amparo la autoridad responsable exhiba la respuesta a dicha petición y su notificación, en cuyo caso, inclusive cuando la responsable aduzca que tales actuaciones son anteriores a la presentación de la demanda inicial, éstas podrán ser combatidas por el quejoso mediante la ampliación a la demanda de garantías, o con la promoción de un nuevo juicio de amparo. 2. Si el quejoso reclama que la respuesta emitida y notificada por la autoridad responsable a una petición presentada en forma pacífica y respetuosa, es incongruente a lo realmente solicitado, el acto reclamado será de naturaleza positiva, siendo la materia de litis en el juicio de garantías el contenido propio del acto de autoridad, en cuyo caso el juzgador de amparo deberá analizar y calificar la congruencia de la respuesta frente a lo solicitado por el quejoso, y en el supuesto de concluir que no se respondió lo realmente pedido, el amparo deberá concederse para el fin de que se responda congruentemente y se notifique la nueva contestación. 3. Si el quejoso reclama que la respuesta emitida por la autoridad responsable a una petición presentada en forma pacífica y respetuosa, no le ha sido notificada, el acto reclamado será de naturaleza omisiva, y la acción de amparo buscará obligar a la responsable para que notifique al quejoso la respuesta emitida a su solicitud, y que éste desconoce. En este último caso, dada la naturaleza omisiva del acto reclamado, pueden presentarse también en el juicio de amparo dos diversas situaciones complementarias: 3.1. Que aun cuando se demuestre la existencia de la respuesta, ésta no se haya notificado al quejoso, en cuyo caso la concesión del amparo tendrá como finalidad notificar tal contestación al impetrante. 3.2. Que durante la tramitación del juicio de amparo la autoridad responsable exhiba la respuesta a la solicitud y su notificación, supuesto en el que éstas podrán ser combatidas por el quejoso mediante la ampliación a la demanda de garantías, o con la promoción de un nuevo juicio de amparo. En consecuencia, el derecho de petición reviste características diversas que por su naturaleza práctica y casuista deberán ponderarse por el juzgador de amparo en cada caso concreto en que se promueva un juicio de garantías por violación al artículo 8o. constitucional, pues será atendiendo a ellas que surjan en aquél diversas cargas y oportunidades procesales para las partes, que influirán en el trámite y resolución del juicio, en congruencia con los principios contenidos en el artículo 17 constitucional y con la finalidad de garantizar una debida capacidad de defensa del quejoso."

De las hipótesis referidas en la jurisprudencia antes transcrita, se advierte que la garantía del derecho de petición contenida en el artículo 8o. constitucional, se conforma a su vez de diversas subgarantías que le dan contenido, y que derivan de las diferentes conductas que deben acatar las autoridades ante quienes se presente una petición por escrito, en forma pacífica y respetuosa.

Ahora, de las diversas subgarantías derivadas del derecho de petición que se desarrollaron, en este juicio contencioso administrativo, se enfatiza la siguiente:

· La respuesta debe ser congruente con lo solicitado por el gobernado, de tal forma que este juicio que se promovió, parte del supuesto de que el accionante conoce el fondo de la contestación recaída a su solicitud pues desde un inicio la conocía y ha formulado conceptos de violación en su contra, por lo que la pretensión del actor es obligar a que la autoridad emita una nueva contestación que sea congruente con lo pedido.

Aquí conviene enfatizar que en el caso, el impetrante utilizó su derecho constitucional de petición con la finalidad de solicitar que se hicieran las gestiones necesarias para que se le practicaran sus evaluaciones de control y confianza relativas a la de permanencia; y conforme a lo analizado en el Considerando Cuarto, la respuesta que le recayó si afecta su esfera jurídica, de ahí que pueda acudir a juicio; pues lo que la autoridad le contestó fue sustancialmente que la remitía a una diversa autoridad.
En efecto, el Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, al ocurso antes analizado, mediante el oficio ********************** –acto impugnado- contestó textualmente lo siguiente:

“En cumplimiento a las instrucciones del C. Director General de Seguridad Pública del Estado, y de conformidad con lo dispuesto en los Artículos 3° y 9° fracciones X, XVI, XVII, XIX, XXIII y XXVIII del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública de1 Estado, y en atención a su oficio, dirigido al Titular de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, mediante el cual solicita se gire oficio al Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado, para aplicación (Sic) de evaluaciones de control y confianza de permanencia, me permito comunicar a Usted lo siguiente:

Acorde a los antecedentes, a que hace referencia en su ocurso de cuenta, se desprende, que el procedimiento administrativo interno número ********, se substancio ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, emanando por tanto una resolución por parte de los integrantes de citada Comisión, es decir, no hubo acto alguno, atribuible al Titular de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, por lo que atendiendo a lo anterior, se solicita que haga llegar su petición por escrito a los integrantes de la H. Comisión de Honor y Justicia de la multicitada Dirección General, a efecto de que acuerden lo conducente, lo anterior conforme a los artículos 119, 120, 125 y demás relativos de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, artículos 108, 109, 111 y demás relativos del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado.
…

JEFE DE ENLACE JURÍDICO DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO.”

En respuesta al ocurso anteriormente desarrollado, el Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, le contestó lo siguiente:
· Que el oficio que se emitía era en cumplimiento a las instrucciones del C. Director General de Seguridad Pública del Estado.

· Acorde a los antecedentes, a que hacía referencia el impetrante en su ocurso de cuenta, se desprende, que el procedimiento administrativo interno número ********, se substanció ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, emanando por tanto una resolución por parte de los integrantes de citada Comisión, es decir, no hubo acto alguno, atribuible al Titular de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado. 
· Solicitaba que hiciera llegar su petición por escrito a los integrantes de la H. Comisión de Honor y Justicia de la multicitada Dirección General, a efecto de que acuerden lo conducente.
· Utilizó únicamente como fundamentos de esa respuesta los artículos 3°, 9° fracciones X, XVI, XVII, XIX, XXIII y XXVIII, 108, 109 y 111 del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; 119, 120, 125 y demás relativos de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
Por lo tanto, a consideración del suscrito Magistrado, de la simple lectura que se realice a la respuesta contenida en el acto impugnado, se advierte que es incongruente con lo que le solicitó el impetrante en el ocurso que presentó el primero de julio de dos mil diecinueve; pues en ningún momento de esa contestación la autoridad emisora atendió o hizo pronunciamiento respecto de la pretensión consistente en que la Dirección General de Seguridad Pública del Estado turnara oficio al Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado para que ese organismo público desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno, realizará las gestiones administrativas necesarias ante el Centro Nacional de Certificación y Acreditación así como ante las instancias estatales correspondientes para que al impetrante le fueran aplicadas sus evaluaciones de control y confianza relativas a la de permanencia.
Sin que pudiera entenderse que es una respuesta válida y congruente el que la autoridad le manifestara que no existía un acto atribuible a la Dirección referida; pues se insiste en ningún momento de su ocurso el impetrante señaló que esa Dirección ya había emitido algún acto, por el contrario, acudía para que a partir de esa solicitud hiciera diversas actuaciones tendientes a que le fueran aplicadas sus evaluaciones de control y confianza relativas a la de permanencia.
De igual manera, la autoridad tampoco podía solicitarle al impetrante en la forma que lo hizo el que presentara su solicitud ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; pues de los propios antecedentes que narró el demandante en su ocurso, se advierte que ya concluyó el procedimiento sancionatorio llevado ante esa Comisión, aunado a que tal y como lo argumenta el enjuiciante, de los propios artículos que invocó la emisora –a saber, 119, 120, 125 y demás relativos de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, artículos 108, 109, 111 y demás relativos del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado
-, no se advierte que la Comisión tenga facultades para turnar oficio al Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado para que ese organismo público desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno, realizará las gestiones administrativas necesarias ante el Centro Nacional de Certificación y Acreditación así como ante las instancias estatales correspondientes para que al impetrante le fueran aplicadas sus evaluaciones de control y confianza relativas a la de permanencia; pues a dicha Comisión únicamente le corresponde conocer e imponer, en su caso, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas previstas en la Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad; además, evaluar el otorgamiento de reconocimientos y condecoraciones, en su caso. 
Por lo tanto, si el accionante le manifestó que ya había concluido el procedimiento sancionatorio que llevo a cabo la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado resolviéndose en el sentido de que no existían los requisitos necesarios para iniciar el procedimiento de remoción o destitución del cargo –respecto de lo que si tiene facultad esa Comisión-, en todo caso para remitirle a una diversa autoridad tenía que fundar y motivar por qué ella era la autoridad competente para conocer de lo peticionado, es decir, dar trámite a la solicitud consistente de que se realizaran las gestiones necesarias para que se turnaran oficios con la finalidad de que se le practicaran sus evaluaciones de control y confianza que son requisitos de permanencia; sin que pudiera la autoridad limitarse a señalar que le pedía al peticionante que fuera ante esa Comisión en base a unos artículos de los que no se advierte que sea la autoridad competente para satisfacer su pretensión.
En conclusión, la pretensión respecto de la cual la autoridad tenía que emitir una respuesta debidamente fundada y motivada y de forma congruente con lo solicitado, a saber, que la Dirección General de Seguridad Pública del Estado turnara oficio al Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado para que ese organismo público desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno, realizará las gestiones administrativas necesarias ante el Centro Nacional de Certificación y Acreditación así como ante las instancias estatales correspondientes para que al impetrante le fueran aplicadas sus evaluaciones de control y confianza relativas a la de permanencia; y no así sobre el que se le estaba atribuyendo un acto, ni remitir a una diversa autoridad sin que se precisara el porqué de ello.
Lo anterior, pues solo de esa forma la autoridad habría cumplido con los derechos fundamentales consagrados en los artículos 8 y 16 de nuestra Carta Magna; lo que evidentemente no realizó; y por lo tanto, debe declararse ilegal la respuesta contenida en el oficio **********************; siendo lo conducente que se emita una nueva resolución, lo que se desarrollará más adelante.
A mayor abundamiento, también resulta sustancialmente fundado el diverso argumento de la demandante consistente en que se encuentra indebidamente fundada la competencia de la autoridad emisora; lo anterior es así, pues únicamente invocó como fundamentos de su actuación –en relación a sus facultades, pues los otros ordinales contenidos en la actuación debatida, tienen relación a la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, y no así a las facultades del Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado- los artículos 3°, 9°, fracciones X, XVI, XVII, XIX, XXIII y XXVIII del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, mismos que establecen lo siguiente:
“Artículo 3º.- La Dirección operará bajo el mando de su titular, quien además de tener las atribuciones y obligaciones contempladas en la Ley del Sistema y en el Reglamento Interior de la Secretaría, tendrá las siguientes:

I. Mantener informado al Secretario de la situación de la seguridad en la entidad, en el ámbito de competencia del cuerpo de seguridad, a través del diagnóstico permanente, debiendo establecer los procedimientos correspondientes;

II. Dictar y supervisar las medidas tendientes a garantizar la prevención de los delitos, el mantenimiento y el restablecimiento del orden y la seguridad pública en el ámbito de competencia de la Dirección, lo anterior de conformidad con la legislación relativa al sistema y a las indicaciones de la Secretaría;

III. Ordenar y supervisar las líneas de investigación para obtener, analizar, estudiar, procesar información conducente a la prevención de delitos y para la persecución de los mismos, en el ámbito de competencia de la Dirección;

IV. Ordenar y supervisar las acciones y operaciones para la prevención y persecución de los delitos, en términos de las disposiciones aplicables;

V. Dictar los lineamientos y políticas bajo los que la Dirección proporcionará los informes, datos o cooperación técnica y operativa que sean requeridos por alguna instancia de los gobiernos Federales, Estatales y en su caso del Distrito Federal y Municipales, conforme a los procedimientos que resulten necesarios para la prevención de delitos, sea directamente o mediante los sistemas de coordinación previstos en otras leyes y con pleno apego a las demás disposiciones aplicables;

VI. Emitir los lineamientos para la planeación, obtención, procesamiento y aprovechamiento de la información que genere la Dirección en materia de seguridad pública, a fin de establecer los sistemas de información necesarios para la operación;

VII. Autorizar, previo acuerdo con el Secretario, operaciones encubiertas y de usuarios simulados para la prevención de los delitos;

VIII. Establecer, previo acuerdo con el Secretario, el sistema de gratificaciones para la investigación preventiva y supervisar su operación;

IX. Dictar la política operativa, normativa y funcional, así como los programas que deben seguir las Unidades de la Dirección;

X. Proporcionar la información requerida por la Secretaría;

XI. Representar legalmente a la Dirección, en su carácter de autoridad, conforme a la legislación aplicable;

XII. Proponer al Secretario, el Programa Anual de Presupuesto de la Dirección;

XIII. Administrar y ejecutar el presupuesto de la Dirección, conforme a las disposiciones legales y reglamentarias correspondientes;

XIV. Celebrar contratos, convenios y en general toda clase de actos jurídicos necesarios para el desarrollo de las atribuciones de la Dirección o los que estén relacionados con la administración de los recursos humanos, materiales y financieros que ésta tenga asignados, siempre previo acuerdo con el Secretario.

XV. Establecer las políticas de control y los dispositivos de vigilancia en la imposición de las sanciones por violaciones a las disposiciones legales y reglamentarias relativas al tránsito de vehículos en caminos de jurisdicción estatal, así como la operación de los servicios de autotransporte estatal, sus servicios auxiliares y transporte privado cuando circulen en la zona terrestre de las vías generales de comunicación;

XVI. Resolver, previa consulta con el Secretario, las controversias internas que se susciten sobre la competencia de las unidades, con motivo de la interpretación o aplicación del presente Reglamento y sobre las situaciones no previstas en el mismo;

XVII. Autorizar, previo acuerdo con el Secretario, sistemas y procedimientos de control y evaluación de las unidades que conforman la Dirección;

XVIII. Aprobar, previo acuerdo con el Secretario, las estructuras orgánicas, funcional y de mando, que permitan cumplir con los fines de la Dirección;

XIX. Vigilar que se dé cumplimiento a las disposiciones del Servicio Profesional de Carrera Policial;

XX. Expedir los Acuerdos y Manuales de Organización y Procedimientos de la Dirección;

XXI. Aprobar los manuales, protocolos y procedimientos sistemáticos operativos de las funciones operativas de la Dirección;

XXII. Proponer y coadyuvar con la Dirección General de la Academia, en el programa de profesionalización policial de la Dirección, con el fin de fortalecer las propuestas académicas para el desarrollo de los Integrantes;

XXIII. Proponer al Secretario las modificaciones de estructura, personal, equipo y demás que se requieran para el mejor desempeño de las atribuciones de la Dirección;

XXIV. Autorizar, previo acuerdo del Secretario, los sistemas de información que proyecten la imagen pública de la Dirección y se requieran para apoyar las tareas y actividades de ésta;

XXV. Ordenar la distribución del personal de la Dirección;

XXVI. Proponer al Secretario, los nombramientos de los Integrantes en cargos directivos y de unidades que conforman la estructura orgánica de la Dirección y resolver las conclusiones de los mismos, respetando su grado policial y derechos inherentes a la carrera policial;

XXVII. Realizar cambios de adscripción de los integrantes o elementos, de acuerdo a las necesidades del servicio, previo acuerdo con el Secretario;

XXVIII. Representar legalmente a la Dirección, ante toda clase de Tribunales, así como ante toda autoridad con motivo de procedimientos en forma de juicio que se instauren en contra de esta;

XXIX. Certificar las copias de los documentos originales que obren en la Dirección, cuando sean requeridos por las autoridades competentes;

XXX. Emitir los acuerdos previos mediante los cuales delega la facultad de signar documentación de trámite en caso de ausencia temporal; y

XXXI. Las demás que le confieran este Reglamento y otras disposiciones legales aplicables o aquéllas que le encomiende el inmediato superior de quien dependa.
…

Artículo 9°.- Son funciones del Enlace Jurídico las siguientes:
…

X. Suscribir, previa autorización del Director General, los documentos que sean inherentes al ejercicio de sus atribuciones, así como los que le correspondan por delegación o por suplencia, haciendo del conocimiento del Director Jurídico de la Secretaría;
…

XVI. Proporcionar la información y los datos que le sean requeridos por otras dependencias y entidades de la Administración Pública o por la Secretaría y de la Dirección, en términos de las disposiciones aplicables;
XVII. Representar legalmente a la Dirección y en su caso, a los titulares de las unidades de la misma en los procedimientos judiciales, laborales y administrativos o en cualquier otro asunto de carácter legal en que tenga interés la Dirección;
…

XIX. Interponer juicios de amparo, realizar promociones, concurrir a las audiencias, rendir pruebas, formular alegatos, desistirse, promover incidentes y recursos, cuando la Dirección tenga el carácter de autoridad responsable, parte quejosa, e intervenga como tercero perjudicado y, en general, ejercitar todos los actos procesales que a dicha materia se refiera;
…

XXIII. En ausencia del Director, podrá suscribir, y siempre y cuando sea a solicitud o requerimiento de cualquier alguna autoridad, escritos y desahogar los trámites que correspondan a los casos urgentes relativos a términos, interposición de recursos y recepción de toda clase de notificaciones;
…

XXVIII. Elaborar y proponer los informes previos y justificados que en materia de amparo deba rendir el Director, así como los relativos a los demás servidores públicos que sean señalados como autoridades responsables; verificar que las demás Unidades cumplan con las resoluciones que en ellos se pronuncien, prestando la asesoría que se requiera e informando al superior jerárquico de aquéllas en caso de incumplimiento; en caso de ausencia del Director, podrá firmar en ausencia de este los informe previos y justificados que solicite la autoridad.”

Del primer artículo invocado, se advierte que establece todas las atribuciones y obligaciones del Titular de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, sin que se especifique además alguna fracción.
Por su parte, el segundo numeral invocado por la autoridad sí establece diversas facultades correspondientes al Jefe de Enlace Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, siendo las invocadas por la autoridad, las siguientes:
·  Suscribir, previa autorización del Director General, los documentos que sean inherentes al ejercicio de sus atribuciones, así como los que le correspondan por delegación o por suplencia, haciendo del conocimiento del Director Jurídico de la Secretaría.
·  Proporcionar la información y los datos que le sean requeridos por otras dependencias y entidades de la Administración Pública o por la Secretaría y de la Dirección, en términos de las disposiciones aplicables.
·  Representar legalmente a la Dirección y en su caso, a los titulares de las unidades de la misma en los procedimientos judiciales, laborales y administrativos o en cualquier otro asunto de carácter legal en que tenga interés la Dirección.
·  Interponer juicios de amparo, realizar promociones, concurrir a las audiencias, rendir pruebas, formular alegatos, desistirse, promover incidentes y recursos, cuando la Dirección tenga el carácter de autoridad responsable, parte quejosa, e intervenga como tercero perjudicado y, en general, ejercitar todos los actos procesales que a dicha materia se refiera.
·  En ausencia del Director, podrá suscribir, y siempre y cuando sea a solicitud o requerimiento de cualquier alguna autoridad, escritos y desahogar los trámites que correspondan a los casos urgentes relativos a términos, interposición de recursos y recepción de toda clase de notificaciones.
·  Elaborar y proponer los informes previos y justificados que en materia de amparo deba rendir el Director, así como los relativos a los demás servidores públicos que sean señalados como autoridades responsables; verificar que las demás Unidades cumplan con las resoluciones que en ellos se pronuncien, prestando la asesoría que se requiera e informando al superior jerárquico de aquéllas en caso de incumplimiento; en caso de ausencia del Director, podrá firmar en ausencia de este los informe previos y justificados que solicite la autoridad.

Ahora, resulta sustancialmente fundado el argumento de la accionante, ya que debe tenerse presente el que la propia autoridad emisora señala en el acto impugnado que el mismo lo está dictando “En cumplimiento a las instrucciones del C. Director General de Seguridad Pública del Estado…”, es decir, de su superior jerárquico; facultad que se encuentra establecida en una diversa fracción del artículo 9, del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, a saber, la “IV”, el cual nunca fue invocado por la autoridad emisora.

La fracción referida señala textualmente lo siguiente:
“Artículo 9°.- Son funciones del Enlace Jurídico las siguientes:

…

IV. Ejercer las facultades que les sean delegadas, así como realizar los actos que les instruya su superior;

…”

Como se advierte de lo trasunto, entre las funciones del Enlace Jurídico –a través de su titular-, está el de ejercer las facultades que les sean delegadas, así como realizar los actos que les instruya su superior.
Por lo tanto, si en el propio acto impugnado se señaló que era en cumplimiento a las instrucciones del Director General de Seguridad Pública del Estado, evidentemente la autoridad emisora debía invocar la fracción IV, del artículo 9, del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; pues esta es la facultad que está ejerciendo al momento de emitir el acto; y solo de esta forma cumplir con el requisito de debida fundamentación de la competencia, conforme a las jurisprudencias P./J. 10/94 y 2a./J. 115/2005, de rubros: “COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD” y “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE” –ya transcritas en este Considerando-.
A mayor abundamiento, se destaca que incluso la propia autoridad demandada cuando formuló su contestación de demanda, reconoce que el acto impugnado mediante el cual dio respuesta a la petición del accionante lo hizo en uso de sus “…facultades inherentes y fundamentadas en el artículo 9 fracción IV, del reglamento Interior de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí…”; sin embargo, lo cierto es que la autoridad emisora fue omisa en fundamentar su actuación en dicho ordinal y fracción.
Por lo tanto, si en el acto impugnado no se fundamentó debidamente la competencia de la autoridad que lo estaba emitiendo, debe declararse ilegal esa actuación.
Ahora bien, si bien ya señaló en este fallo que el acto impugnado resulta ilegal en virtud de que fue incongruente con lo solicitado, así como no se fundó debidamente la competencia de la autoridad emisora; no pasa desapercibido para este Juzgador el que la enjuiciada compareciente argumente en su contestación de demanda que:

· La respuesta debatida fue en uso de las facultades establecida en el artículo 9, fracciones IV, V, VI, VII, VIII, XI y XIV del Reglamento Interior de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí –fracciones que el suscrito Magistrado advierte no fueron invocadas en el acto controvertido-.

· El que la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, no está por encima del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado, para la programación de exámenes de evaluación, para ordenar que se lleven a cabo las evaluaciones de control y confianza relativas a las de permanencia, y el que la elección no se hace de forma arbitraria, sino mediante un proceso y con el cumplimiento de una serie de requisitos ya establecidos –razonamientos que no fueron expresados en el acto debatido-.
Es decir, lo cierto es que la autoridad demandada emisora al momento de responder la solicitud del accionante, no estableció como parte de su fundamentación y motivación, dichas fracciones, así como los motivos y razones que pretende ahora hacer en su contestación de demanda; de ahí que no pueda estimarse que con lo argumentado por las enjuiciadas pueda tenerse por satisfecho el requisito de fundamentación y motivación del acto administrativo o el de la congruencia con lo solicitado; ya que no resulta valido que se tengan los fundamentos y motivos en un documento distinto al acto controvertido, como lo es la contestación –siendo únicamente en el caso de la configuración de una negativa ficta, cuando se puede dar esa circunstancia de que la enjuiciada en su contestación exprese los hechos y el derecho en que se apoyó esa negativa, lo que no sucede en la especie
-.
Al efecto sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia que enseguida se cita: 

“Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Además, de que a consideración de este Juzgador, el que la autoridad demandada compareciente al formular su contestación pretenda ahora si establecer fundamentos y motivos del por qué resulta improcedente lo peticionado por el hoy actor, no puede ser, pues lo cierto es que en el oficio controvertido se limitó a remitirlo ante otra autoridad, lo que fue incongruente con lo peticionado; lo anterior de conformidad con lo categóricamente establecido en el artículo 244, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
; motivo por el cual los argumentos que plantean en sus refutaciones correspondientes, deben desestimarse por pretender mejorar el acto materia de la Litis contenciosa.
Refuerza el anterior criterio, por analogía, la jurisprudencia VII.1o.A. J/42 (9a.) del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VIII, Mayo de 2012, Tomo 2, visible en la página 1724, que se inserta a continuación:

“SENTENCIAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN SU DICTADO, NO DEBEN CAMBIAR LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO IMPUGNADO CON MOTIVO DE LO ADUCIDO POR LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA. Atento a los artículos 22, primer párrafo y 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al emitir sus sentencias en el juicio de nulidad, no deben invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado con motivo de lo aducido por la autoridad al contestar la demanda, ya que si bien es cierto que ésta tiene el derecho de oponer defensas y excepciones tendientes a sostener la legalidad de aquél, incluso introduciendo argumentos que justifiquen con mayor precisión y detalle los motivos y fundamentos ahí contenidos, también lo es que ello debe acontecer bajo la condición de no variar los originales, pues de lo contrario, deben desestimarse por pretender mejorar el acto autoritario en la Litis contenciosa.

De igual manera, sirve de apoyo a lo anterior la tesis que por analogía con el tema tratado, enseguida se transcribe:
Octava Época, Registro: 228736, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, III, Segunda Parte-1, Enero a Junio de 1989, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 502

NULIDAD, JUICIO DE. CONTESTACIÓN DE DEMANDA, NO SE PUEDEN CAMBIAR EN ELLA LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN. Según el artículo 215 del Código Fiscal de la Federación, en la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la resolución impugnada, y de ahí que, para determinar la validez o nulidad de una resolución, el Tribunal Fiscal de la Federación debe atender exclusivamente a la fundamentación y motivación en ella externadas, sin considerar los argumentos planteados en la contestación a la demanda cuando por medio de ellos se pretende modificar o ampliar la fundamentación y motivación dadas en la resolución. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.
En virtud de los razonamientos expuestos en el presente Considerando, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracciones I, II y IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que se encuentra indebidamente fundado y motivado el acto impugnado pues fue incongruente con lo que realmente solicitó el hoy actor en el ocurso que le presentó el primero de julio de dos mil diecinueve, así como no se citaron los dispositivos legales que le daban competencia a la autoridad emisora; por lo que es procedente declarar su nulidad.

Ahora, debe destacarse que en el caso que nos ocupa, el acto impugnado deriva de la petición formulada por la parte actora, por lo que esta Sala Unitaria debe ordenar el dictado de una nueva resolución, para solventar la solicitud planteada, pues de otra manera, se dejaría sin resolver la petición, instancia o recurso, lo cual sería en contravención al principio de Seguridad Jurídica a que se refiere el artículo 16, de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos; por tanto, la nulidad que se decreta será para los efectos que se detallarán más adelante.

El criterio que adopta la Sala, es concurrente, con las siguientes jurisprudencias, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VIII, Septiembre de 1998; Pág. 358. 2a./J. 67/98. Registro No. 195 590

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO.- Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido.

Localización: [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VIII, Septiembre de 1998; Pág. 5. P./J. 45/98. Registro No. 195 532

SENTENCIAS DE NULIDAD FISCAL PARA EFECTOS. EL ARTÍCULO 239, FRACCIÓN III, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE ESTABLECE ESE SENTIDO ANTE LA ACTUALIZACIÓN DE LA AUSENCIA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE LEGALIDAD CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL.- El sentido de lo dispuesto en el último párrafo de la fracción III, del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, en cuanto a que el Tribunal Fiscal de la Federación debe emitir una sentencia de nulidad para efectos cuando se actualice la causal prevista en la fracción II, del artículo 238 del mismo ordenamiento legal, referente a la ausencia de fundamentación y motivación de la resolución impugnada, se desentraña relacionándolo armónicamente con el párrafo primero de esa misma fracción, dado que así se distingue la regla de que la sentencia puede declarar la nulidad de la resolución para determinados efectos y una excepción, cuando la resolución involucra las facultades discrecionales de la autoridad administrativa. Reconocida esa distinción en la hipótesis en que la resolución carece de fundamentación y motivación (artículo 238, fracción II), y la variada competencia que la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación otorga al mismo tribunal, descuella, que para poder determinar cuándo la sentencia de nulidad debe obligar a la autoridad administrativa a dictar una nueva resolución, y cuándo no debe tener tales efectos, es necesario acudir a la génesis de la resolución impugnada, a efecto de saber si se originó con motivo de un trámite o procedimiento de pronunciamiento forzoso, o con motivo del ejercicio de una facultad discrecional. Cuando la resolución se dictó como culminación de un procedimiento o en relación con una petición, donde el orden jurídico exige de la autoridad un pronunciamiento, la reparación de la violación detectada no se colma con la simple declaración de nulidad, sino que es preciso que se obligue a la autoridad a dictar otra, para no dejar incierta la situación jurídica del administrado, en el sentido que sea, pero fundada y motivada. Consideración y conclusión diversa amerita el supuesto en que la resolución nace del ejercicio de una facultad discrecional de la autoridad, en la que opera la excepción señalada, dado que el tribunal, al declarar la nulidad de la resolución, no puede obligar a la autoridad administrativa a que dicte nueva resolución, porque equivaldría a que se sustituyera a la autoridad administrativa en la libre apreciación de las circunstancias y oportunidad para actuar que le otorgan las leyes, independientemente de que también perjudicaría al administrado actor en vez de beneficiarlo, ya que al darle ese efecto a la nulidad, se estaría obligando a la autoridad a actuar, cuando ésta, podría no encontrar elementos para fundar y motivar una nueva resolución, debiendo abstenerse de emitirla. Por la misma causa, la sentencia que declara nula una resolución infundada e inmotivada, emitida en ejercicio de facultades discrecionales, no puede impedir que la autoridad administrativa pronuncie una nueva resolución, en virtud de que con tal efecto le estaría coartando su poder de decisión, sin haber examinado el fondo de la controversia. Las conclusiones alcanzadas responden a la lógica que rige la naturaleza jurídica del nacimiento y trámite de cada tipo de resoluciones, según la distinción que tuvo en cuenta la disposición en estudio, de tal modo que en ninguna de las dos hipótesis viola la garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 constitucional, ya que si bien este dispositivo fundamental no establece la posibilidad de que ante la anulación de una resolución administrativa por falta de fundamentación y motivación, se obligue a la autoridad que la emitió, a que reitere el acto de molestia, es inconcuso que cuando dicha autoridad, en virtud de las leyes que rigen su competencia, o con motivo de una instancia o recurso del demandante, debe pronunciarse al respecto, la sentencia anulatoria de su acto infundado e inmotivado que la obligue a dictar otra resolución y hasta a indicarle los términos en que debe hacerlo, como establece la regla general de la disposición examinada, además de que tiene por objeto acatar el derecho de petición que garantiza el artículo 8o. constitucional, viene a colmar la pretensión del particular, pues le asegura una resolución depurada conforme a derecho.

Contradicción de tesis 2/97.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución contenida en el oficio ********************** de ****** ** ****** ** *** *** *********; por lo que se decreta su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno.

En ese tenor, a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a las enjuiciadas que emitan una nueva resolución, en la que si bien tienen libertad de jurisdicción para ello, la respuesta que le den a la petición del actor, deberá estar debidamente fundada –incluida la competencia- y motivada; enfatizando este Juzgador desde este momento que esa contestación deberá ser de manera congruente con lo que le fue peticionado, a saber que el Titular de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, le turne oficio al Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado, para que este último, realice las gestiones administrativas necesarias ante el Centro Nacional de Certificación y Acreditación, así como ante las instancias estatales correspondientes, para que a el actor –**** ******** ******- le sean aplicadas sus evaluaciones de control y confianza relativas a las de permanencia; debiendo las autoridades resolver conforme a derecho corresponda esa petición.
Aquí cabe precisarse, que la respuesta dada en cumplimiento a este fallo, no deberá ser necesariamente emitido por el Titular de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; lo anterior es así pues puede ser emitida por una autoridad diversa a la que se le hizo la petición, siempre y cuando de respuesta de manera congruente al escrito de que se trate y además ordene notificar su determinación al interesado, aunado a que la que dio contestación es la facultada conforme a sus atribuciones para atender lo solicitado; o bien, se trate de un inferior jerárquico cuyas funciones se vinculen con la petición realizada.
Lo anterior, en apoyo a los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [TA]; 10a. Época; T.C.C.; Gaceta S.J.F.; Libro 45, Agosto de 2017; Tomo IV; Pág. 2831. III.2o.P.1 CS (10a.). Registro No. 2 014 889

“DERECHO DE PETICIÓN. SE VE SATISFECHO, AUN CUANDO UNA AUTORIDAD DISTINTA A LA QUE SE HIZO LA SOLICITUD, SEA LA QUE DA RESPUESTA DE MANERA CONGRUENTE A LO SOLICITADO, Y ORDENA SU NOTIFICACIÓN AL INTERESADO.- En tratándose del derecho de petición previsto en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, éste se satisface, aun cuando es una autoridad, no señalada como responsable, y distinta a la que se le hizo la petición, la que da respuesta de manera congruente al escrito de que se trate y además ordena notificar su determinación al interesado, aunado a que la que dio contestación es la facultada conforme a sus atribuciones para atender lo solicitado, y no la autoridad ante quien se presentó la petición respectiva.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO.”
Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIV, Septiembre de 2006; Pág. 279. 2a./J. 129/2006. Registro No. 174 238
“INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. DEBE TENERSE POR CUMPLIDA LA EJECUTORIA QUE CONCEDIÓ EL AMPARO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, CUANDO SE DEMUESTRE QUE UN INFERIOR JERÁRQUICO DE LA RESPONSABLE, CUYAS FUNCIONES SE VINCULAN CON LO SOLICITADO, DIO CONTESTACIÓN POR ESCRITO.- Cuando se concede la protección federal por violación al derecho de petición contenido en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe tenerse por cumplida la ejecutoria relativa si se demuestra que ya se dio contestación por escrito a la solicitud del quejoso aunque provenga de una autoridad diversa de la responsable, siempre que se trate de un inferior jerárquico cuyas funciones se vinculen con la petición.”

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VII, Enero de 1998; Pág. 280. 2a./J. 78/97. Registro No. 196 962
INCONFORMIDAD. DEBE DECLARARSE INFUNDADA Y TENERSE POR CUMPLIDA LA SENTENCIA QUE CONCEDIÓ EL AMPARO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, CUANDO SE ACREDITA QUE UN INFERIOR JERÁRQUICO DE LA RESPONSABLE, CUYAS FUNCIONES SE VINCULAN CON LO SOLICITADO, YA DIO CONTESTACIÓN.- De conformidad con lo dispuesto por el artículo 80 de la Ley de Amparo, el efecto de la sentencia protectora, tratándose de actos de naturaleza negativa, consistirá en obligar a la autoridad a que actúe en el sentido de respetar la garantía infringida y a cumplir lo que la misma exija. Por tanto, de concederse la protección federal por haberse acreditado la violación al derecho de petición consagrado en el artículo 8o. constitucional, debe tenerse por cumplida la ejecutoria y declararse infundada la inconformidad, cuando se acredita que ya se dio contestación por escrito a la solicitud del quejoso, no obstante que ésta se formule por una autoridad diversa de la responsable, siempre que se trate de un inferior jerárquico y que la materia de la petición se vincule con sus funciones, pues con ese carácter resuelve la petición formulada al superior.
De igual manera se precisa que no obstante la libertad de jurisdicción otorgada a las autoridades para dar cumplimiento a lo aquí ordenado, es importante enfatizar para este Juzgador, que el acto que se emita en cumplimiento, deberá ser emitido conforme a los lineamientos desarrollados en este fallo respecto del derecho de petición, reflejados en los diversos criterios que se analizaron.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de la resolución impugnada en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y XVIII, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracciones I, II y IV, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente –por afinidad- para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- El actor sí probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto reclamado contenido en el oficio ********************** de ****** ** ****** ** *** *** ********* y por consecuencia la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno y para los efectos precisados en la parte final del Considerando Sexto de esta sentencia.
CUARTO.- NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE AL ACTOR Y MEDIANTE OFICIO A LAS AUTORIDADES DEMANDADAS.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “ARTICULO 59. El servicio de carrera del personal de las instituciones de seguridad pública comprenderá las etapas de: ingreso; desarrollo; terminación; profesionalización; y certificación, conforme a lo siguiente:





I. El ingreso comprende los requisitos y procedimientos de selección, formación y certificación inicial, así como registro;





II. El desarrollo comprenderá la profesionalización a través de los procedimientos de formación continúa y especializada; de actualización, de evaluación para la permanencia; de evaluación del desempeño, de desarrollo y ascenso; de dotación de estímulos y reconocimientos; de requisitos de permanencia, reingreso y de certificación. De igual forma, deberá prever medidas disciplinarias y sanciones para los miembros del servicio de carrera, y





III. La terminación comprenderá las causas ordinarias y extraordinarias de separación del servicio, así como los procedimientos y recursos de inconformidad a los que haya lugar, ajustándose a lo establecido por las leyes y disposiciones aplicables.





El Estado y los ayuntamientos acordarán conforme a las bases establecidas en la presente Ley, el régimen que permita la efectiva operación en la Entidad, del servicio de carrera.





ARTICULO 60. El servicio de carrera para el personal de seguridad pública se organizará de conformidad con las bases siguientes:





I. Tendrá carácter obligatorio y permanente; abarcará los planes, programas, cursos, evaluaciones, exámenes y concursos correspondientes a las diversas etapas que comprende;





II. Se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Tendrá como objetivo la preparación, competencia, capacidad y superación constante del personal de las áreas de seguridad pública;





III. El contenido teórico y práctico de los programas de capacitación, actualización, especialización y certificación fomentará que los miembros de las instituciones logren la profesionalización y ejerzan sus atribuciones con base en los principios y objetivos referidos, y promoverán el efectivo aprendizaje y el pleno desarrollo de los conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes necesarios para el desempeño del servicio público;





IV. Contará con un sistema de rotación del personal;





V. Determinará los perfiles, así como niveles jerárquicos en la estructura y de rangos;





VI. Contará con procedimientos disciplinarios, sustentados en principios de justicia y con pleno respeto a los derechos humanos;





VII. Buscará el desarrollo, ascenso y dotación de estímulos con base en el mérito y la eficiencia en el desempeño de sus funciones;





VIII. Buscará generar el sentido de pertenencia institucional;





IX. Contendrá las normas para el registro y el reconocimiento de los certificados del personal;





X. Contendrá las normas para el registro de las incidencias del personal, y





XI. Los integrantes de las instituciones policiales que hayan alcanzado las edades límite para la permanencia, previstas en las disposiciones que los rijan, podrán ser reubicados a consideración de las instancias, en otras áreas de servicio de las propias instituciones.


…


ARTICULO 65. La permanencia es el resultado del cumplimiento constante de los requisitos establecidos en la presente Ley. Son requisitos de permanencia en las instituciones policiales los siguientes:


…


VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de confianza;


…”


(Énfasis añadido)


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”





� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”


� “ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.


…


ARTÍCULO 193. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y de oficio las derivadas del mismo.





En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin perjuicio de la potestad de la administración pública estatal o municipal de iniciar de oficio un nuevo procedimiento.


� LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO





“ARTICULO 119. La Comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer e imponer, en su caso, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas previstas en la Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad.





Además, evaluar el otorgamiento de reconocimientos y condecoraciones, en su caso.





ARTICULO 120. Todas las instituciones de seguridad pública contarán con una Comisión, y para garantizar su imparcialidad se integrarán, cuando menos, con los siguientes miembros:


I. Un Presidente; que será el titular de la institución de seguridad pública; con voz y voto;


II. Un secretario general; sin voto;


III. El titular del órgano interno de control, con voz y voto;


IV. Un representante de la unidad jurídica de la institución, con voz y voto;


V. Un consejero por cada área operativa, con voz y voto, y


VI. Secretarios auxiliares o proyectistas.


Los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia serán de carácter permanente. Por necesidades del servicio, el Presidente podrá, mediante oficio, designar a un suplente para cada asunto en particular, reservándose su participación para cuando lo estime pertinente. En todo caso, la suplencia deberá recaer en un integrante de la institución de seguridad pública con categoría de inspector general o su equivalente.


Para que la comisión pueda sesionar será indispensable la presencia de todos los integrantes; y para determinar el sentido de la resolución bastará la mayoría de votos; el presidente tiene voto de calidad en caso de empate.


Estarán impedidos el denunciante o denunciantes para formar parte de la comisión de honor y justicia, ya sea como titular o suplente, sobre aquellos asuntos que hayan dado inicio al procedimiento disciplinario en contra de él o los encausados.


No procede la recusación de los integrantes de la comisión; sin embargo, bajo su responsabilidad podrán excusarse de participar en el procedimiento disciplinario, en los siguientes casos:


a) Cuando tengan algún interés personal en el asunto.


b) Cuando tengan interés directo o indirecto su cónyuge, sus parientes consanguíneos en línea recta, sin limitación de grado, sus colaterales dentro del cuarto grado y los parientes por afinidad, hasta el segundo grado.


c) Cuando hayan intervenido, con cualquier carácter, en la tramitación del procedimiento.


d) Cuando estén en una situación que pueda afectar su imparcialidad en forma análoga o más grave que las mencionadas.


e) Cuando exista entre el integrante y alguna de las partes, sus abogados o representantes, una relación de amistad o enemistad manifiesta.


…


ARTICULO 125. En materia disciplinaria la Comisión de Honor y Justicia tendrá las atribuciones siguientes:


I. Sustanciar los procedimientos disciplinarios por incumplimiento a los deberes u obligaciones de los integrantes, preservando el derecho a la garantía de audiencia y el principio de presunción de inocencia;


II. Sancionar a los integrantes por incumplimiento a los deberes previstos en la presente Ley y disposiciones aplicables;


III. Dictar las medidas necesarias para el despacho pronto y expedito de los asuntos de su competencia;


IV. Certificar por conducto del secretario, copias de las constancias documentales que obren en su poder con motivo de la sustanciación de los procedimientos disciplinarios;


V. Aplicar los medios de apremio previstos en esta Ley, y


VI. Las demás que le señalen la presente Ley y demás disposiciones legales que de ella deriven.”





REGLAMENTO INTERIOR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO.





Artículo 108.- La Comisión de Honor y Justicia de la Dirección, es el órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer e imponer, en su caso, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas a los deberes previstos en la Ley, el Reglamento Interior de la Secretaría y el presente Reglamento, o en los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de la Dirección General; tratándose de conductas probablemente constitutivas de delitos, deberá hacerlas del conocimiento del Agente del Ministerio Público que corresponda.


Además, deberá de evaluar el otorgamiento de reconocimientos y condecoraciones, en su caso.





Artículo 109.- La Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General, se integrará con los siguientes servidores públicos:


I. Presidente; que será el Director General, o quien designe en su lugar; con voz y voto.


II. Un Secretario General, que será el titular del Enlace Jurídico; con voz y sin voto;


III. El Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría; con voz y voto;


IV. Un Representante Jurídico de la Dirección Jurídica de la Secretaría; con voz y voto.


V. Un Consejero adscrito a la Policía de Reacción designado por el Director General de Seguridad Pública del Estado, con voz y voto.


VI. Un Consejero adscrito a la Policía Preventiva y de Tránsito, designado por el Director General de Seguridad Pública del Estado, con voz y voto.


VII. Un Consejero adscrito a la Policía Acreditable o de Investigación designado por el Director General de Seguridad Pública del Estado, con voz y voto; y


VIII. Un secretario auxiliar o proyectista


Además contará con el personal administrativo que se requiera para el buen funcionamiento de la Comisión de Honor y Justicia.


Todos los integrantes de la Comisión, contarán con sus respectivos suplentes, a excepción de los vocales, quienes por haber sido designados directamente, no podrán nombrar suplentes, siendo sus nombramientos honoríficos, por lo que en el ejercicio de los mismos, no devengarán percepción adicional a sus salarios.


…


Artículo 111.- La Comisión de Honor y Justicia sesionará por lo menos una vez al mes, previa convocatoria que realice el Presidente de la misma y tendrá las siguientes atribuciones:


I. Conocer y resolver sobre la responsabilidad en que incurran los elementos que incumplan con los principios de actuación y sus obligaciones contemplados en la Ley, Reglamento Interior, y el presente Reglamento, imponiendo la sanción disciplinaria que proceda conforme a la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado;


II. Resolver sobre la suspensión temporal, perdida del grado o destitución de los elementos;


III. Substanciar los procedimientos disciplinarios por incumplimiento a los deberes u obligaciones de los elementos, preservando el derecho a la garantía de audiencia, debido proceso, el principio de presunción de inocencia y respeto a los derechos humanos;


IV. Sancionar a los elementos por incumplimiento a los deberes previstos en la Ley, en el Reglamento Interior de la Secretaría, en el presente Reglamento y demás disposiciones legales aplicables;


V. Aplicar las sanciones disciplinarias, consistentes en amonestación, suspensión temporal de funciones hasta por noventa días, y remoción o destitución del cargo, y las demás previstas en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado;


VI. Dictar las medidas necesarias, para el despacho pronto y expedito de los asuntos de su competencia;


VII. Aplicar las medidas de apremio previstas en la Ley; y


VIII. Certificar por conducto del Secretario General de la Comisión de Honor y Justicia, copia de las constancias que obren en su poder con motivo de la substanciación de los procedimientos disciplinarios.”


� Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 244, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.





� “ARTÍCULO 244.


…


En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.”





� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:





I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;





II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


…


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y


…”





